
Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 
12 de enero de 2010 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Verwaltungsgericht Frankfurt am Main 

— Alemania) — Colin Wolf/Stadt Frankfurt am Main 

(Asunto C-229/08) ( 1 ) 

(Directiva 2000/78/CE — Artículo 4, apartado 1 — Prohibi­
ción de discriminación por razón de la edad — Disposición 
nacional que fija en 30 años la edad máxima para la 
contratación de funcionarios en el servicio de bomberos — 
Objetivo perseguido — Concepto de «requisito profesional 

esencial y determinante») 

(2010/C 63/08) 

Lengua de procedimiento: alemán 

Órgano jurisdiccional remitente 

Verwaltungsgericht Frankfurt am Main 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Colin Wolf 

Demandada: Stadt Frankfurt am Main 

Objeto 

Petición de decisión prejudicial — Verwaltungsgericht Frankfurt 
am Main (Alemania) — Interpretación de los artículos 6, apar­
tado 1, y 17 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 
27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un 
marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación (DO L 303, p. 16) — Prohibición de discriminación 
por razón de la edad — Conceptos de diferencias de trato por 
motivos de edad «justificadas objetiva y razonablemente» y de 
«necesidad de un período de actividad razonable previo a la 
jubilación» — Disposición nacional que fija en 30 años la 
edad máxima de contratación de los funcionarios del cuerpo 
de bomberos. 

Fallo 

El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 
27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco 
general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa 
nacional, como la controvertida en el litigio principal, que fija en 
30 años la edad máxima para la contratación en el servicio técnico 
medio de bomberos. 

( 1 ) DO C 223, de 30.8.2008. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 
14 de enero de 2010 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Nejvyšší správní soud — República 

Checa) — Milan Kyrian/Celní úřad Tábor 

(Asunto C-233/08) ( 1 ) 

(«Asistencia mutua en materia de cobro de créditos — 
Directiva 76/308/CEE — Facultad de control de los tribunales 
del Estado miembro en el que tiene su sede la autoridad 
requerida — Fuerza ejecutiva del título que permite la ejecu­
ción del cobro — Notificación del título en debida forma al 
deudor — Notificación en una lengua que el destinatario no 

comprende») 

(2010/C 63/09) 

Lengua de procedimiento: checo 

Órgano jurisdiccional remitente 

Nejvyšší správní soud 

Partes en el procedimiento principal 

Recurrente: Milan Kyrian 

Recurrida: Celní úřad Tábor 

Objeto 

Petición de decisión prejudicial — Nejvyšší správní soud (Repú­
blica Checa) — Interpretación de los principios generales del 
derecho a un juicio justo, de buena administración y del Estado 
de Derecho, así como del artículo 12, apartado 3, de la Direc­
tiva 76/308/CEE del Consejo, de 15 de mayo de 1976, sobre la 
asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspon­
dientes a determinadas exacciones, derechos, impuestos y otras 
medidas (DO L 73, p. 18; EE 02/03, p. 46), en su versión 
modificada por la Directiva 79/1071/CEE del Consejo, de 
6 de diciembre de 1979, por la que se modifica la Directiva 
76/308/CEE referente a la asistencia mutua en materia de cobro 
de los créditos que resulten de operaciones que formen parte del 
sistema de financiación del Fondo Europeo de Orientación y 
Garantía Agrícola, así como de las exacciones reguladoras agrí­
colas y de los derechos de aduana (DO L 331, p. 10; EE 02/06, 
p. 120), así como por la Directiva 2001/44/CE del Consejo, de 
15 de junio de 2001, por la que se modifica la Directiva 
76/308/CEE, referente a la asistencia mutua en materia de cobro 
de los créditos resultantes de operaciones que formen parte del 
sistema de financiación del Fondo Europeo de Orientación y de 
Garantía Agrícola, así como de las exacciones reguladoras agrí­
colas y de los derechos de aduana, y en relación con el im­
puesto sobre el valor añadido y determinados impuestos espe­
ciales (DO L 175, p. 17) — Posibilidad de que los tribunales del 
Estado miembro en el que la autoridad requerida tiene su sede 
verifiquen, de conformidad con las disposiciones legales y re­
glamentarias vigentes en dicho Estado, la fuerza ejecutiva y la 
notificación regular del título que permite la ejecución del cobro 
del crédito — Título en el que no se indica la fecha de naci­
miento del deudor y que está redactado en una lengua que éste 
no comprende y que no es la lengua oficial del Estado miembro 
requerido.
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Fallo 

1) El artículo 12, apartado 3, de la Directiva 76/308/CEE del 
Consejo, de 15 de marzo de 1976, sobre la asistencia mutua 
en materia de cobro de los créditos correspondientes a determinadas 
exacciones, derechos, impuestos y otras medidas, según su modifi­
cación por la Directiva 2001/44/CE del Consejo, de 15 de junio 
de 2001, debe interpretarse en el sentido de que los tribunales del 
Estado miembro en el que la autoridad requerida tiene su sede no 
son competentes, en principio, para verificar el carácter ejecutivo del 
título que permite la ejecución del cobro. En cambio, en el supuesto 
de que se presente ante un tribunal de ese Estado miembro un 
recurso contra la validez o la regularidad de las medidas de eje­
cución, como la notificación del título ejecutivo, ese tribunal está 
facultado para verificar si esas medidas se han realizado debida­
mente conforme a las disposiciones legislativas y reglamentarias de 
dicho Estado miembro. 

2) En el marco de la asistencia mutua establecida en virtud de la 
Directiva 76/308, según su modificación por la Directiva 
2001/44, para poder ejercer sus derechos, el destinatario de un 
título ejecutivo que permite el cobro debe recibir la notificación de 
ese título en una lengua oficial del Estado miembro en el que tiene 
su sede la autoridad requerida. Con objeto de garantizar el respeto 
de ese derecho, incumbe al juez nacional aplicar su Derecho na­
cional a la vez que vela por asegurar la plena eficacia del Derecho 
comunitario. 

( 1 ) DO C 209, de 15.8.2008. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 
28 de enero de 2010 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Hof van Cassatie van België — Bélgica) 
— Belgische Staat/Direct Parcel Distribution Belgium NV 

(Asunto C-264/08) ( 1 ) 

[Código aduanero comunitario — Deuda aduanera — Importe 
de los derechos — Artículos 217 y 221 — Recursos propios 
de las Comunidades — Reglamento (CE, Euratom) 
n o 1150/2000 — Artículo 6 — Exigencia de contracción del 
importe de los derechos con carácter previo a la comunicación 
de éste al deudor — Concepto de importe «legalmente debido»] 

(2010/C 63/10) 

Lengua de procedimiento: neerlandés 

Órgano jurisdiccional remitente 

Hof van Cassatie van België 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Belgische Staat 

Demandada: Direct Parcel Distribution Belgium NV 

Objeto 

Petición de decisión prejudicial — Hof van Cassatie van België 
— Interpretación de los artículos 217, apartado 1, y 221, apar­
tado 1, del Reglamento (CEE) n o 2913/92 del Consejo, de 
12 de octubre 1992, por el que se aprueba el Código aduanero 
comunitario (versión vigente en 1992) (DO L 302, p. 1), y 6, 
del Reglamento (EE, Euratom) n o 1150/2000 del Consejo, de 
22 de mayo de 2000, por el que se aplica la Decisión 
94/728/CE, Euratom relativa al sistema de recursos propios de 
las Comunidades (DO L 130, p. 1) — Recaudación a posteriori 
de los derechos de importación o de exportación — Exigencia o 
no de que se tome en consideración el importe de los derechos 
con anterioridad a la comunicación al deudor — Concepto de 
«anotación en los registros contables o en cualquier otro soporte 
que haga las veces de aquéllos» — Devolución de cantidades 
indebidamente recaudadas. 

Fallo 

1) El artículo 221, apartado 1, del Reglamento (CEE) n o 2913/92 
del Consejo, de 12 de octubre de 1992, por el que se aprueba el 
Código aduanero comunitario, debe interpretarse en el sentido de 
que la «contracción» del importe de los derechos que han de 
recaudarse, que allí se contempla, es la «contracción» de dicho 
importe tal como se define en el artículo 217, apartado 1, del 
mismo Reglamento. 

2) La «contracción», en el sentido del artículo 217, apartado 1, del 
Reglamento n o 2913/92, debe distinguirse de la anotación de los 
derechos constatados en la contabilidad de los recursos propios, 
contemplada en el artículo 6 del Reglamento (CE, Euratom) 
n o 1150/2000 del Consejo, de 22 de mayo de 2000, por el 
que se aplica la Decisión 94/728/CE, Euratom relativa al sistema 
de recursos propios de las Comunidades. Puesto que el artículo 
217 del Reglamento n o 2913/92 no prescribe las modalidades 
prácticas de la «contracción» en el sentido de esta disposición ni, 
por consiguiente, exigencias mínimas de orden técnico o formal, 
esta contracción debe efectuarse de manera que garantice que las 
autoridades aduaneras competentes anotan el importe exacto de los 
derechos de importación o de los derechos de exportación que 
resulte de una deuda aduanera en los registros contables o en 
cualquier otro soporte que haga sus veces, con objeto de permitir, 
en particular, que la contracción de los importes en cuestión se 
establezca con certeza, también en lo que respecta al deudor. 

3) El artículo 221, apartado 1, del Reglamento n o 2913/92 debe 
interpretarse en el sentido de que la comunicación por las autori­
dades aduaneras al deudor, según modalidades apropiadas, del 
importe de los derechos de importación o de exportación por pagar 
sólo puede hacerse válidamente previa contracción del importe de 
esos derechos por dichas autoridades. Los Estados miembros no 
están obligados a adoptar normas de procedimiento específicas 
relativas a las modalidades según las cuales debe tener lugar la 
comunicación al deudor del importe de los citados derechos, puesto 
que pueden aplicarse a esa comunicación normas de procedimiento 
internas de alcance general que garanticen una información ade­
cuada al deudor y le permitan defender sus derechos con pleno 
conocimiento de causa.
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